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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el Abogado GERARDO BERNAL MONTENEGRO -quien afirma representar los intereses de la señora LIANA CECILIA NAVARRO ALDAN- contra el fallo de tutela proferido el primero (01) de marzo de dos mil seis (2006) por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta por el citado profesional, donde aparecen como demandadas la Gobernación de Risaralda y la Sociedad Comercializadora Agrícola de Risaralda -COMERAGRO-.

2.- DEMANDA 

En extenso escrito, el abogado tutelante señala que la señora LIANA CECILIA NAVARRO ALDANA prestó sus servicios a la Comercializadora Agrícola de Risaralda –COMERAGRO-  en calidad de Gerente, desde el siete (07) de abril hasta el  treinta y uno (31) de agosto de mil novecientos noventa y ocho (1998), fecha última en la que ante la falta de cancelación de sus salarios y prestaciones sociales se vio precisada a renunciar.

Con el concurso del apoderado, se agotaron todos los procesos administrativos y judiciales que tenía a su alcance hasta obtener fallo de la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, favorable a los intereses de la señora NAVARRO ALDANA. No  obstante, las accionadas y el Gerente liquidador de COMERAGRO mediante la invocación de motivos instrumentales o procedimentales, se han negado a pagar los derechos laborales de la usuaria de la Administración de Justicia, sin importar que exista un litigio que se ha prolongado por siete (7) años.

Afirmó el profesional del derecho que la señora NAVARRO ALDANA se encontraba en tránsito Atenas (Grecia) y que actúa en su representación de conformidad con las facultades otorgadas en el artículo 70 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto lo que aquí se ventila, se refiere a cuestiones accesorias suscitadas con posterioridad a la terminación del proceso y son consecuencia de una sentencia.

Estima que se han vulnerado los derechos de su prohijada al acceso eficaz a la administración de justicia y al trabajo en condiciones dignas y justas, razón por la cual, pide que se ordene al Departamento de Risaralda y al Gerente Liquidador de COMERAGRO, modificar el acta de liquidación final, para que se precise cuál es la entidad, socio o asociado que debe asumir el pasivo, en especial las acreencias a favor de la señora NAVARRRO ALDANA. Además, que se ordene a la Gobernación de Risaralda que efectúe el pago, mientras se determinan por parte de la Junta Liquidadora los porcentajes que a cada uno de los socios pueda corresponder; así como los gastos originados por la acción de tutela, tal como lo señala la sentencia SU-480 de 1997. 

3.- RESPUESTAS DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1. Gobernación de Risaralda

Por intermedio de apoderado, se admitió que en efecto la señora NAVARRO ALDANA laboró para COMERAGRO, empresa de la que dice tenía autonomía administrativa como quiera que se trataba de una entidad descentralizada del orden departamental. En esas condiciones, la citada señora no estuvo bajo la continua dependencia y subordinación del Departamento de Risaralda, con lo cual no se puede asegurar que tal ente territorial haya sido su empleador o que ella hubiera agotado la vía gubernativa, que no hubo solicitud concreta acerca de sus pretensiones. Así las cosas, no hay vulneración al trabajo, en el entendido que no ha existido vínculo laboral alguno.

Llama la atención en que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para modificar un fallo emitido por el Consejo de Estado, en el cual de manera concreta se condenó a COMERAGRO en liquidación a cancelar lo adeudado por salarios y prestaciones.

3.2. Comercializadora Agrícola de Risaralda

Pese a haber sido formalmente vinculada al trámite iniciado, no se obtuvo respuesta del Gerente Liquidador.

4.- FALLO 

El señor Juez Quinto Penal del Circuito de la ciudad, en su rol de Juez Constitucional no hizo pronunciamiento de fondo sobre el asunto puesto a su consideración, debido a que estimó  que el abogado que presentó la demanda, no estaba legitimado para actuar en sede de tutela.

En efecto, observó que únicamente existía un poder otorgado por la señora LIANA CECILIA NAVARRO, el cual era de carácter especial y solamente facultaba al togado para que en su nombre y representación iniciara y llevara a cabo hasta su culminación, acción de nulidad y restablecimiento del derecho, en contra de la Comercializadora Agrícola de Risaralda S.A. Comeragro y del Departamento de Risaralda, con el fin de obtener el pago de los salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones debidos con ocasión de la relación laboral originada de su desempeño en la primera de las nombradas.

Se fundamentó en jurisprudencia de la Corte Constitucional que de manera clara señalaba que para actuar en tutela, se requería poder que así lo dispusiera. No bastaba un poder donde se autorizaba de manera general la interposición de la acción y en el mandato se debían identificar los derechos que se pretendían y los hechos en que se fundamentaban. 

Así las cosas, denegó la tutela de los derechos a los que se hizo referencia en la demanda. 

5.- IMPUGNACIÓN

El disenso proviene del abogado, quien sigue sosteniendo que de conformidad con las facultades conferidas por la ley, en clara alusión al artículo 70 del C.P.C, se entiende el poder conferido no sólo para adelantar el proceso, sino para realizar todos los actos posteriores y accesorios que sean necesarios para hacer efectivo el pago de la sentencia. Ello es una simple consecuencia del ingreso eficiente y efectivo ante la Administración de Justicia y de la tutela judicial efectiva.

En su criterio, no aparece razonable que cada vez que se vaya a realizar una cuestión accesoria al objetivo perseguido de lograr el reconocimiento y pago de la una suma de dinero adeudada, se tenga que elaborar y autenticar un nuevo poder, lo que considera, riñe con los principios de economía procesal y restringe además el acceso a la justicia.

A renglón seguido, se refiere a un error ocurrido durante la trascripción de los apartes de la sentencia que sirvió de fundamento para negar las pretensiones, al no coincidir el número de radicación, de cuyo extracto pregona que se refiere a situaciones diferentes, cuando la tutela no se utilizó como consecuencia de un proceso ordinario buscando hacer efectiva la sentencia.

Censura también que no se hiciera ningún pronunciamiento en la decisión impugnada, sobre los fallos transcritos, emitidos por las Altas Cortes y donde se ordena al Juez Constitucional -lo interpreta como a todos los jueces-, conceder al ciudadano una tutela judicial efectiva, desechando de oficio todas las talanqueras, ritualidades y formalidades posibles, para en su lugar resolver de fondo el asunto planteado. 

Aclara que está en juego no solamente el fallo impugnado sino todo el Sistema Judicial Colombiano, dado que el caso de la señora LIANA CECILIA NAVARRO ha estado en un Juzgado Laboral del Circuito, en la Sala Laboral, en el Tribunal Contencioso Administrativo, en el Consejo de Estado, en el Juzgado Quinto Penal del Circuito y ahora, en la Sala Penal del Tribunal, sin perjuicio de los procesos administrativos previos que se debieron adelantar. En su concepto, ello no se compadece con lo que se ha llamado el acceso efectivo a la administración de justicia, ni con la independencia de los jueces y la facultad creadora de derecho que tienen en su poder. Cita instrumentos como la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Declaración Universal de los Derechos Humanos, así como la sentencia C-318 de 1998 donde se deja sentada la posibilidad de acudir ante un juez o tribunal para lograr la plena defensa de los derechos e intereses propios.

Finalmente, solicita de manera específica se le informe si el fallo proferido es de fondo o inhibitorio, que se le diga si puede presentar nuevamente la demanda y que se le indique si quedó agotado el derecho al ingreso eficiente ante la Administración de Justicia.
6.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el togado contra el fallo proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Ab initio, debe mencionar la Sala que no pueden ser de recibo los argumentos presentados por el distinguido profesional que interpuso la acción constitucional en nombre de la señora LIANA CECILIA NAVARRO ALDANA, habida consideración a que los mismos tienen especial aplicación en cuanto se trate de ejercitar todas las acciones tendientes a lograr una efectiva protección por parte de las autoridades judiciales, dentro de procesos caracterizados por ser contenciosos y donde la litis se refiere a controversias jurídicas determinadas.

Hacia esos precisos fines apuntaba el poder del cual fuera revestido el profesional del derecho, suficiente para que con lujo de competencia defendiera los intereses de su mandataria en las diferentes instancias en las cuales ha litigado el abogado, con sustanciales logros en la labor que se le encomendó.

Infortunadamente para los intereses del togado que presenta la demanda, desde tiempo atrás ha quedado establecido que así una de las características que identifica a la acción de tutela, sea su informalidad, ello no quiere decir que cuando se ejercite por un abogado en representación de su supuesto mandatario, el mismo poder conferido para la gestión de otros negocios, pueda ser utilizado en este especial trámite constitucional, precisamente porque lo que está en entredicho son derechos fundamentales de las personas cuya defensa compete directamente a los afectados, a no ser que se demuestre que están en imposibilidad de desarrollar tal cometido, caso en el cual existe autorización para agenciar derechos ajenos, tal como lo prevé el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991. Pero para el ejercicio profesional del derecho a la postulación, como ya se vio, se ha previsto la especial exigencia del poder específicamente conferido para ese fin. Sobre el particular, es oportuno contextualizar tal situación, respecto del punto central de la impugnación, para lo cual se acude al siguiente extracto jurisprudencial:

Sin embargo, cuando se obre a través de apoderado judicial, el juez debe exigir que se aporte el poder debidamente otorgado por el titular de los derechos, el cual ha de ser expreso para la tutela, porque de no serlo la acción habrá de ser rechazada por falta de legitimidad para actuar
[5].

2.2. Ahora bien, en eventos en los que no se acude por medio de apoderado judicial, es decir, que no está de por medio un mandato, como es el caso de la agencia oficiosa o de la representación legal, no se requiere ser profesional del Derecho, sino especificar la calidad en que se actúa en el escrito correspondiente.

El Artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 dispone que se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa, pero que “cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud”. Según la norma, es preciso que concurran dos elementos para que se configure la agencia oficiosa: (1) que el directamente afectado no esté en condiciones de promover su propia defensa y (2) que tal situación se manifieste claramente en el escrito.

Como se observa, dentro de un normal ejercicio de la acción de tutela, son los directamente afectados quienes están legitimados para acudir ante el Juez Constitucional en procura de hacer cesar la vulneración de los derechos fundamentales o la amenaza sobre ellos. De manera excepcional pueden ejercitar la acción otras personas, entre ellas los abogados, evento en el cual  es requisito sine qua non, contar con un poder específico para concurrir en sede de tutela, con claro señalamiento de los derechos que se consideran afectados; de otra manera, no podrá ser tenido tal representante judicial como legítimamente facultado para ejercitar la acción de tutela. Ese es el entendimiento que se le ha dado a este tipo de representación judicial, por la Corte Constitucional, por esta Sala de Decisión y por el Juzgado del Conocimiento, que valga la pena señalar, obró de manera acertada al negar las pretensiones de la demanda, dado que no otro era el camino a seguir, tal como lo ha dejado sentado la jurisprudencia existente sobre la materia.

Para una mayor claridad del asunto puesto a consideración de la Sala como Juez Constitucional de segunda instancia, se transcriben apartes de una providencia  de nuestro máximo intérprete  constitucional, que reafirma  lo antes mencionado, donde además, se consigna y reitera la línea jurisprudencial existente sobre el punto:

Al respecto conviene recordar que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, que reglamenta la acción de tutela, el amparo constitucional puede ser solicitado directamente por la persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, o a través de  sus representantes legales o judiciales, caso en el cual el poder se presume auténtico.    

La jurisprudencia ha sido enfática en sostener que cuando la acción de tutela se ejercer por medio de apoderado judicial, el mandante debe otorgar poder especial, de modo que no puede pretender hacer valer el poder otorgado en un  proceso ordinario para solicitar el amparo constitucional. En Sentencia T-658 de 2002, MP Rodrigo Escobar Gil, la Corte dijo al respecto:
“…la Corte ha estimado - de manera reiterada - que la legitimación de los abogados para instaurar la acción de tutela aduciendo representación judicial o contractual, exige de la presencia de un poder especial para el efecto. Al respecto señaló en la Sentencia T-001 de 1997 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo) que por las características de la acción “todo poder en materia de tutela es especial, vale decir, se otorga una sola vez para el fin específico y determinado de representar los intereses del accionante en punto de los derechos fundamentales que alega, contra cierta autoridad o persona y en relación con unos hechos concretos que dan lugar a su pretensión”
.

“De este modo, cuando la acción de tutela se ejerce a título de otro, es necesario contar con poder especial para legitimar su interposición. La carencia de la citada personería para iniciar la acción de amparo constitucional, no se suple con la presentación del apoderamiento otorgado para un asunto diferente.

“(…)

“Por lo cual, en los términos de la jurisprudencia constitucional,
 la falta de poder especial para adelantar el proceso de tutela por parte de un apoderado judicial, aun cuando tenga poder específico o general en otros asuntos, no lo habilita para ejercer la acción de amparo constitucional a nombre de su mandante y, por lo tanto, en estos casos, la tutela debe ser declarada improcedente ante la falta de legitimación por activa”
 (Subrayas de la Sala para destacar)
Dilucidado lo anterior, debe decir la Sala,  en aras de dar adecuada respuesta a las inquietudes formuladas por el profesional del derecho, que no existe impedimento alguno para que provisto del respectivo poder, se acuda de nuevo ante el Juez Constitucional, en caso de seguir considerando que sea esta la vía apropiada para lograr las pretensiones que persigue. 

Con fundamento en los anteriores planteamientos, deviene necesaria la confirmación del fallo de tutela impugnado.

7.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE           
 
  IRMA LUCÍA LONDOÑO PATIÑO

  IVANOV ARTEAGA GUZMÁN                  

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
�[5] Se pueden consultar sobre el punto las sentencias T-504 del 8 de octubre de 1996 (M.P. Jorge Arango Mejía), T-207 del 23 de abril de 1997 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo), T-526 del 25 de septiembre de 1998 (M.P. Fabio Morón Díaz) y T-530 del 29 de septiembre de 1998 (M.P. Antonio Barrera Carbonell), entre otras.


� Sentencia T-379 del 12-04-2005 M.P. Dr. Jaime Córdoba Triviño


� Subrayado por fuera del texto original.


� Además de las sentencias previamente citadas, pueden consultarse las providencias: T-207 de 1997, T-693 de 1998, T-526 de 1998, T-695 de 1998 y T-088 de 1999.


� Sentencia T-047 del 27-01-2005 M.P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández
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